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Resumen 

Los días 6 y 7 de agosto del año en curso, se realizará en Brasilia la "II Cumbre 

Parlamentaria de Cambio Climático y Transición Justa de América Latina y el Caribe", a la 

que asistirán en representación del Senado, los senadores Ricardo Lagos, David Sandoval 

y Alfonso De Urresti, además, el Senador Iván Flores que lo hará en su calidad de Presidente 

de ParlAmericas. Para estos efectos, se solicita trabajo sobre oportunidades para el 

desarrollo productivo verde y la integración regional, con foco en las transiciones futuras. 
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Integración regional con desarrollo “verde”: una oportunidad 

para las transiciones del futuro 

América Latina y el Caribe, pese a ser responsables de una fracción menor de las 

emisiones globales de gases de efecto invernadero (GEI), se encuentran entre las 

regiones más afectadas por la crisis climática, dada su alta exposición geográfica, 

su matriz productiva extractiva, su desigualdad social y su limitada resiliencia 

institucional. Por lo mismo, transiciones de toda índole ya están en curso para que 

la Región desarrolle su mayor potencial con una mayor autonomía e independencia 

energética.  

En estos momentos, el continente enfrenta el reto urgente de reconfigurar su 

matriz productiva en un contexto de múltiples transiciones: climática, energética, 

tecnológica y geopolítica. En este escenario, el desarrollo productivo verde emerge 

como una estrategia clave no solo para enfrentar la crisis ambiental, sino también 

para dinamizar economías estancadas, generar empleo de calidad y reducir 

desigualdades estructurales, sobre todo luego de las diversas crisis políticas del 

último lustro, y de la pandemia que azotó con fuerza a todo el orbe. 

La región posee una riqueza en biodiversidad, fuentes renovables y minerales 

estratégicos que podría posicionarla como un actor clave en la economía 

descarbonizada del futuro. Sin embargo, su inserción histórica en la economía 

global ha estado marcada por la dependencia de recursos naturales y una baja 

diversificación productiva, lo que limita su capacidad de generar valor agregado y 

resiliencia frente a choques externos.  

La crisis ambiental global, manifestada en el aumento de eventos climáticos 

extremos, la pérdida acelerada de biodiversidad y la creciente escasez hídrica, 

exige respuestas urgentes y coordinadas. La transición hacia modelos de 

desarrollo que incorporen criterios de sostenibilidad ya no es una opción, sino una 

necesidad para asegurar la habitabilidad del planeta y la estabilidad económica.  

Uno de los desafíos centrales para estas transiciones es lograr romper con la 

histórica dicotomía entre crecimiento económico y protección ambiental, 
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planteando un nuevo paradigma. Para ello, se requiere una nueva política 

industrial verde que incentive la innovación, promueva tecnologías limpias, y 

fomente sectores emergentes como las energías renovables, la movilidad eléctrica, 

la bioeconomía y la economía circular. Estos sectores no solo tienen el potencial 

de dinamizar economías locales, sino también de generar tanto empleos de calidad 

como una menor contaminación. 

Para que estas transiciones puedan avanzar, la integración regional aparece como 

un imperativo estratégico. Las economías latinoamericanas enfrentan limitaciones 

estructurales que solo pueden ser superadas mediante la cooperación: mercados 

fragmentados, infraestructura insuficiente, brechas tecnológicas, y escasa 

articulación productiva. Una agenda de integración que priorice cadenas de valor 

sostenibles, infraestructura verde y convergencia normativa permitiría aprovechar 

economías de escala, compartir riesgos y construir una voz común como región 

latinoamericana. 

El desarrollo productivo verde como motor de transformación 

El desarrollo productivo verde representa una alternativa a los modelos de 

crecimiento que históricamente han privilegiado la extracción intensiva de recursos 

naturales sin considerar sus impactos socioambientales. Frente a los límites 

ecológicos del planeta y la creciente presión ciudadana por una economía más 

justa y sustentable, varios países latinoamericanos han comenzado a explorar 

caminos para compatibilizar crecimiento económico con descarbonización, 

inclusión social y resiliencia climática. 

En este contexto, países como Chile, Colombia y México ofrecen ejemplos 

relevantes de cómo avanzar hacia una economía verde desde diferentes 

realidades. Chile ha centrado su estrategia en el despliegue de energías renovables 

no convencionales y el desarrollo de una industria incipiente de hidrógeno verde, 

que busca posicionarse como proveedor estratégico a nivel global. A su vez, ha 

incorporado criterios de sostenibilidad en sus políticas de compras públicas y en 

su hoja de ruta para una economía circular, con la reutilización de materiales y la 
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responsabilidad extendida del productor como pilares centrales. 

Colombia, por su parte, ha avanzado en una política nacional de crecimiento verde 

que articula instrumentos fiscales, financieros y regulatorios para incentivar la 

innovación limpia, la agroecología y el ecoturismo como motores de desarrollo 

territorial. El Plan Nacional de Desarrollo 2022-2026 incluye una fuerte apuesta 

por la “transición energética justa”, con énfasis en energías limpias 

descentralizadas, restauración ecológica y participación comunitaria. 

México, pese a un contexto más complejo en términos de políticas energéticas, ha 

impulsado experiencias relevantes a nivel subnacional y en sectores específicos. 

Estados como Jalisco y Yucatán han desarrollado clústeres de economía circular, 

movilidad eléctrica y construcción sostenible. Asimismo, existen iniciativas 

empresariales orientadas a cadenas de valor sostenibles en sectores como la 

agroindustria y la manufactura. 

Estas experiencias muestran que existen oportunidades concretas para transitar 

hacia un modelo de desarrollo basado en la diversificación productiva, la eficiencia 

de recursos y la protección de ecosistemas clave. No obstante, persisten desafíos 

importantes, como la falta de financiamiento accesible, la débil articulación entre 

actores públicos y privados, y las brechas en capacidades técnicas e 

institucionales, especialmente a nivel local. Superar estos obstáculos requiere no 

solo voluntad política, sino también una visión estratégica de largo plazo. 

En suma, el desarrollo productivo verde ofrece una vía para repensar el modelo 

económico de la región desde una perspectiva más integradora y de largo plazo. 

La clave está en diseñar políticas industriales que promuevan la innovación 

ambiental, fortalezcan los encadenamientos productivos internos y aseguren una 

distribución equitativa de los beneficios, particularmente para mujeres, pueblos 

originarios y comunidades rurales. En este esfuerzo, la integración regional puede 

jugar un rol catalizador. 

Transiciones en Chile 

En el caso de Chile, el desarrollo productivo verde ha adquirido un lugar central en 

la política pública, posicionándose como uno de los pocos países de la región con 
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una estrategia explícita para transitar hacia una economía baja en carbono. Esta 

visión se expresa en políticas concretas como la Estrategia Nacional de Hidrógeno 

Verde (2020), la Hoja de Ruta para la Economía Circular (2021), y la reciente 

Política Nacional de Minería 2050, entre otras. 

La Estrategia Nacional de Hidrógeno Verde es quizás uno de los proyectos más 

ambiciosos y emblemáticos del país. Chile busca convertirse en uno de los 

principales exportadores de hidrógeno verde del mundo para 2040, aprovechando 

su abundante potencial de energía solar y eólica en el norte y sur del país. El 

hidrógeno verde se concibe no solo como un vector energético clave para la 

descarbonización industrial y del transporte pesado, sino también como una 

oportunidad para desarrollar una nueva cadena de valor agregado. 

El desarrollo de proyectos piloto, como Haru Oni en Magallanes, y la multiplicación 

de iniciativas privadas en zonas como Antofagasta y Atacama, muestran un 

creciente dinamismo del sector. Se espera que este despliegue tenga efectos 

positivos sobre el empleo local, la atracción de inversión extranjera directa, y el 

posicionamiento de Chile en cadenas de valor tecnológicas de alto estándar 

ambiental. Sin embargo, este desarrollo también plantea desafíos regulatorios, 

sociales y ambientales, partiendo por la enorme resistencia de la sociedad civil a 

la construcción de megaproyectos en la Patagonia chilena.  

En el ámbito minero, Chile también ha impulsado una transformación gradual hacia 

una minería más verde y responsable. La Política Nacional de Minería 2050, 

desarrollada de manera participativa, establece metas de reducción de emisiones, 

uso eficiente del agua, y aumento en la trazabilidad y certificación ambiental de 

los productos mineros. Se han promovido plantas desalinizadoras, sistemas de 

recirculación de agua, electrificación de flotas mineras y alianzas para integrar 

energías renovables. 

La transición energética ha sido otro de los pilares clave de la estrategia chilena. 

En la última década, el país ha multiplicado su capacidad instalada de energías 

renovables no convencionales, especialmente solar y eólica, lo que ha permitido 

reducir significativamente la participación del carbón en la matriz eléctrica. El 

cierre progresivo de termoeléctricas, combinado con licitaciones de suministro 
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eléctrico que privilegian fuentes limpias, ha favorecido una buena percepción de 

las personas acerca de la matriz energética nacional. 

Además, Chile ha establecido metas concretas de carbono neutralidad al año 2050 

y ha incorporado criterios ambientales, sociales y de gobernanza (ASG) en su 

planificación sectorial. La Ley Marco de Cambio Climático, promulgada en 2022, 

establece marcos de planificación territorial y presupuestaria compatibles con la 

acción climática, e impulsa la creación de instrumentos económicos y fiscales para 

fomentar la inversión verde. También se ha incorporado una perspectiva de justicia 

ambiental en sus políticas públicas. En regiones como Tarapacá y Biobío, se han 

impulsado mecanismos de transición justa que incluyen participación comunitaria, 

reconversión laboral y planes de desarrollo territorial orientados a compensar los 

efectos del cierre de industrias contaminantes. Esta perspectiva busca no solo 

asegurar la viabilidad técnica y económica de la transición, sino también su 

legitimidad social. 

Sin embargo, persisten importantes brechas que deben ser abordadas. La 

descentralización fiscal y administrativa sigue siendo limitada, lo que dificulta que 

los gobiernos regionales lideren procesos de planificación e implementación de 

estrategias verdes. También existen tensiones entre el impulso a megaproyectos 

energéticos y los derechos de las comunidades locales y pueblos indígenas, que 

muchas veces enfrentan procesos de consulta insuficientes o mal ejecutados.  

Integración regional para una economía baja en carbono 

La integración regional ha sido históricamente un anhelo en América Latina, con 

logros parciales y frecuentes retrocesos. En el contexto de las transiciones futuras, 

esta integración adquiere una nueva urgencia: la crisis climática, la transformación 

de los mercados globales y la irrupción de tecnologías disruptivas obligan a 

repensar los mecanismos de cooperación entre países de la región. Frente a estos 

desafíos, los países de ParlAméricas tienen la oportunidad de liderar una agenda 

regional basada en la tan anhelada descarbonización. 

En el ámbito productivo, existen oportunidades para desarrollar cadenas 

regionales de valor sostenibles. Países mineros como Bolivia y Chile, con su 
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liderazgo en cobre y litio; otros como México y Argentina, con capacidades 

industriales y logísticas; Perú, Brasil y varios más con su potencial agroecológico 

y forestal, pueden generar sinergias en la producción de baterías, tecnologías 

limpias y productos agrícolas sostenibles. Esta cooperación no solo fortalecería la 

resiliencia económica de los países, sino que también contribuiría a disminuir su 

dependencia de insumos importados de otras regiones.  

La cooperación en ciencia, tecnología e innovación también es esencial. La creación 

de centros regionales de investigación en transición energética, minería sostenible 

y adaptación climática podría contribuir a reducir la brecha tecnológica y a 

fomentar soluciones adaptadas a las realidades locales. Asimismo, un enfoque 

regional permitiría compartir buenas prácticas en gobernanza climática, educación 

ambiental y participación ciudadana, aspectos fundamentales para asegurar la 

legitimidad de las transiciones de todo tipo. 

En el plano energético, la región puede avanzar hacia la creación de un mercado 

regional de energías renovables, que permita compartir infraestructura, reducir 

costos y asegurar el abastecimiento en zonas aisladas. Proyectos binacionales o 

trinacionales de generación, almacenamiento y transmisión pueden ser una vía 

concreta para profundizar la integración. Chile, Colombia, Perú, Brasil y México ya 

cuentan con experiencias en este ámbito que pueden ser ampliadas y replicadas. 

En cuanto a la transición ecológica y alimentaria, la integración puede favorecer 

una estrategia común para la protección de los bienes naturales, la promoción de 

la agroecología y la seguridad alimentaria. Iniciativas conjuntas para restaurar 

ecosistemas degradados, fortalecer la agricultura regenerativa y prevenir la 

deforestación pueden ser motores de empleo rural y de resiliencia climática. 

Estas transiciones no ocurrirán de forma automática ni serán neutrales en sus 

impactos. Requieren una gobernanza robusta, que articule niveles locales, 

nacionales y regionales, y que ponga en el centro a las personas más vulnerables. 

El enfoque de transición justa, ya explorado por Chile, puede servir de referencia 

para diseñar políticas que combinen protección social, reconversión laboral e 
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inversión en capacidades humanas. 

En el plano financiero, se requiere ampliar las fuentes de financiamiento verde a 

nivel regional. Los bancos de desarrollo pueden jugar un rol clave, canalizando 

recursos hacia proyectos sostenibles con alto impacto social y ambiental. También 

es urgente generar incentivos fiscales y normativos para atraer inversión privada 

responsable, fomentar la banca ética y fortalecer los mercados de bonos 

sostenibles. 

Por último, la gobernanza de las transiciones debe ser democrática, participativa 

y sensible a las desigualdades de género, étnicas y territoriales. Es necesario 

institucionalizar espacios de diálogo entre el Estado, la sociedad civil, las 

comunidades locales y el sector privado, que permitan construir consensos y 

prevenir conflictos socioambientales. La experiencia chilena en mecanismos de 

participación para la transición energética y minera puede servir como inspiración 

regional. 

Conclusiones 

América Latina se encuentra en un momento decisivo. Las crisis climática, 

energética y tecnológica obligan a redefinir el rumbo del desarrollo, y al mismo 

tiempo abren una ventana de oportunidad para construir una economía más 

resiliente, inclusiva y sostenible. El desarrollo productivo verde, entendido como 

una estrategia que combina transformación estructural con justicia ambiental y 

social, ofrece un marco potente para esta tarea. 

Los casos de Chile, Colombia y México y de otros países miembros de ParlAméricas 

ponen de manifiesto que es posible avanzar en este camino desde distintas 

realidades, y que la integración regional puede ser una palanca para acelerar las 

transiciones necesarias. El liderazgo chileno en hidrógeno verde, minería 

sustentable y energía renovable; las apuestas colombianas por una transición 

energética justa; y los esfuerzos subnacionales y sectoriales en México, ofrecen 

aprendizajes valiosos y potenciales sinergias. 

Para que estas oportunidades se materialicen, se requiere una acción coordinada 

multinivel, nacional y regional. La voluntad política, la cooperación técnica, el 
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financiamiento adecuado y la participación ciudadana son pilares ineludibles. 

También lo es una nueva narrativa de desarrollo, que reconozca la riqueza natural 

y cultural de América Latina como la base de un futuro próspero, justo y en 

equilibrio con el planeta. 


